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El presidente del TC silenció ante 
el Senado que tiene una asesoría

El magistrado es administrador único de Labour 
Prospectives, especializada en asuntos laborales

Pérez de los Cobos paralizó la actividad de la 
empresa al llegar al tribunal pero no la ha disuelto

PATRICIA MARTÍN
MADRID

E
l presidente del Tribunal 
Constitucional (TC), Fran-
cisco Pérez de los Cobos, no 
solo ocultó, en su compare-

cencia en el Senado previa a su desig-
nación como magistrado del alto tri-
bunal, que era militante del PP. Tam-
poco reveló que era el administrador 
único de una empresa, Labour Pros-
pectives, cuya labor consiste en la 
asesoría en materia laboral. De he-
cho, Pérez de los Cobos sigue siendo 
el gestor de una sociedad que, según 
figura en el registro mercantil, en 
septiembre del 2012 presentó las 
cuentas del ejercicio 2011.
 Si bien a su llegada al Tribunal 
Constitucional, en diciembre del 
2010, comunicó a la Agencia Tri-
butaria el cese de la actividad em-
presarial, según ha podido saber EL 
PERIÓDICO, no disolvió la misma. 
Tanto la Constitución como la ley 
orgánica del Tribunal Constitucio-
nal impiden a los magistrados com-
patibilizar su cargo con una «activi-
dad profesional o mercantil».
 Por tanto, si es cierto que el actual 
presidente no ha llevado a cabo nin-
gún tipo de actividad o asesoría du-
rante este tiempo, no habría incurri-
do de forma evidente en un supues-
to de incompatibilidad. No obstante, 
según los expertos y juristas consul-
tados, es cuanto menos «poco éti-
co» que el máximo representante de 
una institución que debería hacer 
gala de la mayor independencia siga 
figurando como gestor de una em-
presa privada y, además, no infor-
mara de este asunto en el Senado. 
 
EL «MODESTO» PROFESOR / Ante los par-
lamentarios, Pérez de los Cobos se 
presentó como un «modesto profe-
sor universitario» (era catedrático 
de Derecho del Trabajo) que compa-
ginaba su actividad docente «con la 
elaboración, como experto, de nu-
merosos dictámenes e informes» pa-
ra numerosas instituciones, asocia-
ciones y empresas. Pero silenció que 
esta labor de asesoría la ejercía a tra-
vés de la sociedad limitada Labour 
Prospectives.
 Esta circunstancia se une a la po-
lémica desatada la semana pasada 
cuando se supo, a través de El País, 
que Pérez de los Cobos militó en el 
PP y compatibilizó durante un tiem-
po su cargo con una afiliación tan 
parcial. Pese al cierre de filas del PP, 
con Mariano Rajoy al frente, a favor 
del presidente del TC, a este le han 
llovido las críticas y una retahíla de 

33 El presidente del Tribunal Constitucional, Francisco Pérez de los Cobos, en una imagen del 2010.

AGUSTÍN CATALÁN

anuncios de recusación. La Genera-
litat, entre otros, ha iniciado los trá-
mites para evitar que participe en 
recursos clave, como el que pesa so-
bre la declaración de soberanía del 
Parlament. A todo ello se une la tam-
bién cuestionada participación de 
Pérez de los Cobos en una comisión 
de expertos de la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT). 
 
LLUEVE SOBRE MOJADO / En definitiva, 
que a la ya de por sí maltrecha credi-
bilidad del Tribunal Constitucional 
lo que menos le convenía es que la fi-
gura de su presidente y su imparcia-
lidad estén en entredicho. «Se trata 
más de un problema de formas que 
de normas. Y las formas no son tri-
viales cuando se trata del acceso a 
una institución como el TC. Entien-
do por buenas formas revelar, aun-
que no se pregunte, que se tiene una 
actividad profesional», subraya Mi-
guel Ángel Presno, profesor de Dere-
cho Constitucional de la Universi-
dad de Oviedo.

PASCUAl SAlA 3 EXPRESIDENTE DEL TC 

«Es íntegro, recto y equilibrado»
El presidente del Tribunal Consti-
tucional (TC), Francisco Pérez de 
los Cobos, recibió ayer el apoyo de 
su antecesor en el cargo. Pascual 
Sala, que pasó el relevo a Pérez de 
los Cobos el pasado junio, califi-
có a su sucesor como una perso-
na «íntegra, recta y equilibrada», 
tras intervenir en el curso de vera-
no de la Universidad Compluten-
se. Pese a defenderlo, no quiso dar 
su parecer sobre la militancia en 
el PP del presidente del TC cuan-
do ya era miembro del alto tribu-
nal. «No voy a opinar», dijo. Sí hi-
zo una referencia general a que 
la pertenencia a una fuerza polí-
tica «está permitida» a un magis-

trado siempre y cuando no ocupe un 
cargo directivo en el partido. Sala se 
expresó así en la línea en que se pro-
nunció el Constitucional el mismo 
día en que se difundió que Pérez de 
los Cobos había estado afiliado al PP 
entre el 2009 y el 2011. 
 Sala quiso alejar cualquier som-
bra de duda sobre la independen-
cia del TC: «En más de tres décadas 
de historia no ha emitido ninguna 
sentencia favorable a partidos polí-
ticos». Algo que no comparte la Ge-
neralitat, que ya ha iniciado los trá-
mites para recusarle.
 Quien sí se lanzó a opinar sobre 
la conveniencia de compaginar mi-
litancia y magistratura fue el exvice-

el antecesor

presidente del TC Ramón Rodrí-
guez Arribas, que dejó el cargo a 
la vez que Sala. Pese a que defen-
dió que no son incompatibles, ad-
mitió que «lo mejor» es que «las 
personas que tienen que ejer-
cer jurisdicción» no mantengan 
«ningún contacto» con partidos 
políticos. Aun así, evitó afear su 
conducta a Pérez de los Cobos. «A 
mí lo que me importa no es que 
haya pagado una cuota, sino el 
grado de dependencia real de la 
ideología». Tras esa afirmación, 
aseguró que el actual presidente 
del TC le ha «demostrado» que es 
«independiente» y que confía en 
que «lo seguirá siendo». H
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Instituciones en entredicho LLL

	 Más	allá	va	el	doctor	de	la	Pom-
peu	Fabra	Alejandro	Saiz,	quien	ta-
cha	de	«muy	cuestionable»	que	Pé-
rez	de	los	Cobos	siga	ostentando	
el	título	de	administrador	de	una	
empresa.	«Llueve	sobre	mojado	y	
tanto	silencio	es	muy	sospechoso	
en	términos	de	credibilidad»,	sen-
tencia.	En	misma	línea,	el	catedrá-
tico	de	la	Universidad	de	Granada	
Agustín	Ruiz	Robledo	sostiene	que	
si	el	presidente	alega	que	ha	cesado	
toda	la	actividad	empresarial,	«ten-
drá	que	demostrarlo»,	porque	«no	
es	razonable»	que	su	nombre	siga	
hoy	por	hoy	vinculado	a	una	em-
presa	privada.	
	 Xavier	Arbós,	de	la	Universitat	
de	Barcelona,	recuerda,	por	su	par-
te,	que	la	ley	orgánica	del	Poder	Ju-
dicial	impide	a	sus	miembros	ejer-
cer	cualquier	tipo	de	asesoramien-
to	«sea	o	no	retribuido».	Por	lo	que,	
en	su	opinión,	si	ha	mantenido	
cualquier	tipo	de	actividad,	aun-
que	no	haya	percibido	un	salario,	
debería	presentar	su	dimisión.	H

La	jueza	Mercedes	Alaya,	que	instru-
ye	el	caso de los ERE fraudulentos	pa-
gados	con	dinero	público,	empieza	
a	tener	la	munición	que	estaba	espe-
rando	gracias	al	exinterventor	gene-
ral	de	la	Junta	de	Andalucía,	Manuel	
Gómez,	que	ha	puesto	en	la	diana	di-
rectamente	al	anterior	Gobierno	au-
tónomo,	presidido	por	Manuel	Cha-
ves,	y	a	su	sucesor	y	actual	presiden-
te,	José	Antonio	Griñán.
	 Los	recientes	acontecimientos	
políticos,	con	la	apresurada	renun-
cia	de	Griñán,	habían	puesto	el	foco	
sobre	esta	comparecencia.	Muchos	
ciudadanos	se	acercaron	ayer	has-
ta	los	juzgados	de	Sevilla	y	junto	con	
gritos	de	«valiente»	y	choque	de	ma-
nos,	animaron	al	que	fuera	interven-
tor	de	la	Junta	entre	el	2000	y	el	2010	
a	que	«lo contara todo»	y	arrojara	luz	
sobre	uno	de	los	mayores	escándalos	
de	corrupción	de	los	últimos	años.
	 A	tenor	de	lo	que	trascendió	de	
la	declaración	de	ayer,	Gómez	no	se	
hizo	rogar	y	soltó	la	bomba	que	Ala-
ya	estaba	esperando	para	culminar	
la	pirámide	con	la	que,	gráficamen-
te,	llegó	a	comparar	el	caso de los ERE.	
«Es impensable que Griñán no su-
piera lo que estaba pasando»,	le	se-
ñaló.	La	misma	tesis,	pero	de	forma	
más	contundente,	que	esgrimió	el	
pasado	año	en	la	comisión	de	inves-
tigación	en	el	Parlamento	andaluz	y	
en	la	carta	que	remitió	al	presidente	
de	la	Cámara	tras	el	cierre	en	falso	de	
esa	indagación	política.

	 Según	Gómez,	que	quedó	impu-
tado	por	malversación	y	prevarica-
ción,	todo	el	Gobierno	de	la	Junta	
sabía	que	algo	raro	estaba	pasando	
con	el	mecanismo	elegido	para	con-
ceder	ayudas	a	empresas	en	crisis.	
En	opinión	de	la	jueza,	era	un	siste-
ma	ilegal	porque	se	tenían	que	usar	
subvenciones	excepcionales,	y	no	
transferencias	de	financiación,	que	
se	convirtieron	en	un	pozo	sin	fondo	
de	dinero	público	dado	que	no	esta-
ban	sometidas	a	fiscalización.
	 El	sistema	se	implantó	en	el	2001.	
Y	ya	en	el	2003	empezaron	a	detec-

tarse	los	primeros	desfases	presu-
puestarios,	por	lo	que	el	Ejecutivo	
presidido	entonces	por	Chaves	instó	
a	la	intervención	general	de	la	Junta	
a	analizar	todos	los	expedientes	rela-
tivos	a	dichas	transferencias.
	 En	el	2005,	ya	con	Griñán	al	fren-
te	de	la	Consejería	de	Hacienda,	el	
desfase	alcanzaba	los	93	millones	de	
euros,	dinero	que	se	había	ido	incor-
porando	mediante	modificaciones	
presupuestarias.	Tal	cantidad	supo-
nía	un	importante	descuadre	de	los	
presupuestos,	por	lo	que	Gómez	se	
reunió	con	la	entonces	viceconseje-

JULIA CAMACHO
SEVILLA

Griñán, en la diana
La jueza Mercedes Alaya da por hecho que el presidente andaluz 
conocía los informes que alertaban de las irregularidades con los ERE

ra	y	actual	titular	de	Hacienda,	Car-
men	Martínez	Aguayo,	para	exa-
minar	el	tema.
	 Pese	a	que,	en	sus	propias	pala-
bras,	«se trataba de una patología 
presupuestaria muy singular»,	Gó-
mez	no	llegó	a	entrevistarse	per-
sonalmente	con	Griñán.	Y	trató	de	
cubrirse	las	espaldas	cuando	la	jue-
za	le	inquirió	acerca	de	por	qué	se	
quedó	en	el	simple	aviso	y	no	ele-
vó	un	informe	de	actuación,	el	do-
cumento	que	hace	saltar	todas	las	
alarmas	y	obliga	a	tomar	medidas.	

En un cajón

«Se hubiera quedado en un cajón, 
como el resto de informes»,	aven-
turó	Gómez,	quien	subrayó	que	no	
estaba	obligado	a	redactarlo	por-
que	nunca	detectó	menoscabo	de	
fondos	públicos,	que	es	el	argu-
mento	que	desde	el	principio	de	la	
investigación	sostiene	la	Junta	de	
Andalucía	en	defensa	propia.
	 Algunos	imputados	se	han	que-
jado	ya	de	que	la	jueza	Alaya	sola-
mente	quiere	que	se	le	responda	lo	
que	desea	oír.	Ayer	pareció	demos-
trarlo	a	raíz	del	gesto	de	increduli-
dad,	incluso	de	sorpresa,	con	el	que	
recibió	la	afirmación	del	exinter-
ventor	de	que	no	recibió	presiones	
para	no	realizar	esos	informes	de	
actuación.	Sí	reconoció	que	el	pa-
sado	año	se	quejó	a	Martínez	Agua-
yo	de	que	él	fuera	el	principal	seña-
lado	a	la	hora	de	depurar	responsa-
bilidades	políticas.	H

33 Manuel Gómez, exinterventor general de la Junta de Andalucía, ayer, a su llegada a los juzgados de Sevilla.

EFE / RAÚL CARO

«Sería impensable 
que Hacienda no lo 
supiera», declara el 
exinterventor de la 
Junta de Andalucía

EUSKADI Y ASTURIAS
J Catalunya abrió el camino el 
martes pasado y otras tres 
autonomías no gobernadas por 
el PP están estudiando ya la 
recusación del presidente del 
Tribunal Constitucional (TC), 
Francisco Pérez de los Cobos, 
por su militancia pasada en el 
PP. La Junta de Andalucía 
anunció el mismo día que 
estudiaría caso por caso si hay 
base legal para solicitar que el 
magistrado se inhiba en algunos 
litigios. El País Vasco y Asturias 
también han encargado sendos 
informes jurídicos para decidir si 
proceden a la recusación.

PLEITOS EN MARCHA
J El Ejecutivo vasco examinará 
«exactamente cuáles son los 
pleitos que ha tenido el Gobierno 
autonómico en el Tribunal 
Constitucional y en cuáles ha 
intervenido Pérez de los Cobos» 
y si el magistrado ha podido ser 
«parte clara» en la materia sobre 
la que se deliberaba. El Gobierno 
asturiano se está planteando 
también recusar a Pérez de los 
Cobos, en los tres litigios que 
tiene pendientes de resolver al 
considerar que su imparcialidad 
está cuestionada.

VETO DEL PP EN EL CONGRESO
J Mientras tanto, el PP sigue 
protegiendo al magistrado y 
tumbó el miércoles todas las 
peticiones de comparecencia en 
el Congreso planteadas por la 
oposición para que explicase 
por qué ocultó su militancia en 
las filas populares cuando pasó 
el examen del Senado.

RECUSACIONES 
EN ESTUDIO

4 autonomías

La	lujosa	vivienda	de	Pedralbes	de	la	
infanta	Cristina	e	Iñaki	Urdangarin	
está	en	el	punto	de	mira	del	juez	del	
caso Nóos,	José	Castro.	El	instructor	
quiere	averiguar	si	se	desviaron	fon-
dos	públicos	para	pagar	el	palacete	
del	barrio	barcelonés	que	dejaba	pa-
tente	el	elevado	nivel	de	vida	de	los	
duques	de	Palma:	costó	seis	millo-
nes	de	euros	y	su	reforma,	tres	millo-
nes	más.	Castro	ordenó	ayer	a	la	po-
licía	que	investigue	a	las	empresas	
que	facturaron	a	Aizoon,	la	sociedad	
que	compartían	la	hija	y	el	yerno	del	
Rey,	las	obras	de	la	vivienda.	
	 Entre	los	datos	que	Castro	persi-
gue	esclarecer	figuran	la	identifica-
ción	de	las	personas	que	hicieron	los	
encargos	de	las	obras,	así	como	la	
fecha,	contenido,	importe	y	forma	
de	pago	de	los	mismos.	En	una	pro-
videncia	remitida	al	Grupo	de	De-
lincuencia	Económica	de	la	jefatu-
ra	superior	de	Policía	de	Baleares,	
el	instructor	reclama	«toda	la	docu-
mentación»	sobre	esos	encargos.	
	 El	objetivo	de	las	pesquisas	es	de-
terminar	si	los	duques	de	Palma	uti-
lizaron	a	través	de	Aizoon	fondos	
procedentes	de	los	negocios	bajo	sos-
pecha	del	Instituto	Nóos	para	cos-
tear	la	restauración	de	la	vivienda.	
La	Audiencia	Provincial	de	Palma	

señaló	que	el	matrimonio	se	habría	
beneficiado,	como	socios	de	Aizoon,	
de	ingresos	procedentes	de	Nóos	y	
que	el	duque	facturó	a	esta	mercan-
til	«servicios	de	carácter	personalísi-
mo»,	como	el	servicio	doméstico,	pa-
ra	defraudar	a	Hacienda.
		 Después	de	que	la	Audiencia	de	
Palma	revocara	el	auto	de	Castro	que	
imputaba	a	la	infanta	como	presun-
ta	cómplice	o	cooperadora	de	los	de-
litos	de	los	que	está	acusado	su	ma-
rido,	el	juez	instructor	del	caso Nóos	
ha	centrado	sus	indagaciones	sobre	
Cristina	en	su	comportamiento	tri-
butario	y	en	su	patrimonio.	La	pro-
pia	Audiencia	instó	a	Castro	a	ahon-
dar	en	esa	investigación.

LA HIPOTECA	/	El	matrimonio	pidió	en	
el	2004	una	hipoteca	de	cinco	millo-
nes	de	euros	a	30	años,	con	cuatro	de	
carencia.	Hasta	entonces,	habían	vi-
vido	en	otra	vivienda	de	la	avenida	
de	Pedralbes,	adquirida	en	1992	por	
600.000	euros	y	vendida	en	el	2004	
por	2,2	millones.	Pese	a	la	carga	fi-
nanciera	que	soportaban,	no	echa-
ron	mano	a	ese	dinero	para	pagar	el	
palacete,	según	la	investigación.	H

El juez investiga 
la reforma del 
palacete de 
los duques de 
Palma en BCN

EL PERIÓDICO
PALMA

Castro indaga si el pago 
de las obras tiene relación 
con la actividad de Aizoon
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